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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Jorge Orrico. 


MIEMBROS: Señores Representantes Diego Cánepa, Diego Guadalupe, Orlando Lerete, Álvaro 
Lorenzo, Artigas Melgarejo, Edgardo Ortuño y Javier Salsamendi. 


INTEGRANTES: Señores Representantes Beatriz Argimón, Guillermo Chifflet, Gustavo Espinosa 
Mármol, Gonzalo Novales, Daniela Payssé y Edgardo Rodríguez. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Iván Posada, Nelson Rodríguez Servetto y Roxana Tejera. 


ASISTEN: Señores Representantes Pablo Abdala, Washington Abdala y Carlos Signorelli Larrosa. 


INVITADOS: Señores Presidente de la Suprema Corte de Justicia, Doctor Daniel Gutiérrez, Ministro 
Doctor Leslie Van Rompaey; y Prosecretario Letrado, Doctor Carlos Alles. 


SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración integrada con la de Derechos 
Humanos, y particularmente quien habla, tienen el honor de recibir al señor Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia, doctor Daniel Gutiérrez, al Ministro doctor Leslie Van Rompaey, y al Prosecretario Letrado 
doctor Carlos Alles. 


Hay cosas que se pueden decir en estos lugares tan formales y yo quiero expresar que para mí es un honor 
recibir a dos amigos como los doctores Van Rompaey y Gutiérrez, más allá del trabajo formal que aquí se va 
a realizar. 


El motivo de la citación es conocer la opinión de la Suprema Corte de Justicia sobre este proyecto de ley que 
se ha denominado de humanización y modernización del sistema carcelario. El organismo fue consultado 


cuando el Ministerio del Interior redactó el proyecto original y sabemos que la Corte ha formulado 
sugerencias, por lo que queremos conocer su opinión tal como está estructurado hoy. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Quisiera hacer una serie de puntualizaciones de carácter general con respecto 
al proyecto, sin perjuicio de que luego señalaremos algunos aspectos vinculados al articulado que nos 
parecen relevantes. 


En primer término, vamos a hacer una puntualización que consideramos importante. En la medida en que el 
proyecto de ley para cuya consideración se nos convocó a esta Comisión refiere a aspectos relativos a 
políticas de seguridad pública, criminal y carcelaria, involucra cuestiones que incluidas en el ámbito de 
competencias de los Poderes Ejecutivo y Legislativo exceden las competencias constitucionales del Poder 
Judicial. Por lo tanto, es nuestra intención destacar que nos limitaremos a analizar algunos aspectos técnicos 
del proyecto, especialmente aquellos que dicen relación con la administración de justicia, tal como lo impone 
el artículo 240 de la Constitución, en cuyo marco se da nuestra comparecencia ante esta Comisión, sin emitir 
opinión respecto al mérito o conveniencia de las soluciones proyectadas en lo que refiere a los aspectos de 
política de seguridad criminal y penitenciaria. 


En segundo lugar corresponde señalar, como decía el señor Presidente, que en el proceso de elaboración de 
este proyecto, a solicitud del señor Ministro del Interior, la Suprema Corte de Justicia emitió una opinión 
consultiva sobre un primer borrador de esta iniciativa, donde, en líneas generales, se expresaba la satisfacción 
del Cuerpo por haber sido previamente consultado; se reconocía la grave situación por la que atraviesa el 
sistema carcelario del país, señalándose que por su generalidad requería una solución de carácter legal, tal 
como se proponía, y se hacía una serie de observaciones y sugerencias al respecto, la casi totalidad de las 
cuales fue atendida y contemplada en el proyecto actualmente a consideración del Parlamento. 


En ese sentido, nos parece importante la sugerencia de tomar en consideración para determinar el elenco de 
beneficiarios del sistema de libertades excepcionales que se proyecta, las pautas establecidas en el artículo 86 
del Código Penal para la individualización de la pena. Ello está especialmente contemplado en los 

Literales A) a L) del inciso segundo del artículo 1” del proyecto en consideración, excluyéndose del beneficio 
a los imputados que por las circunstancias del hecho incriminado y su gravedad ontológica evidencian alta 
peligrosidad. 


La última precisión de carácter general refiere a la exposición de motivos del proyecto. Allí se expresa la 
preocupación por el alto porcentaje de presos sin condena -60%- que se registra en nuestros establecimientos 
carcelarios. La preocupación es perfectamente legítima, pero debe precisarse que ese porcentaje por un lado 
comprende a procesados de muy reciente enjuiciamiento y, por otro, es claramente inferior a la media 
histórica, situada en el orden del 80%, con una marcada tendencia a la baja en los últimos años. 


Por otra parte, la estructura del proceso penal, cuyos múltiples defectos sería ocioso destacar, que impone la 
prisión preventiva como medida prácticamente general, hace que esa circunstancia carezca de incidencia en 
el problema de la superpoblación carcelaria. Solamente la tendría en casos muy excepcionales en que la 
preventiva superara la condena impuesta. El incremento de personas recluidas de que da cuenta la exposición 
de motivos referida, obvia consecuencia del aumento del número de procesos penales iniciados en el período 
en cuestión, no ha significado un enlentecimiento de los referidos procesos sino, por el contrario, su 
aceleración, como surge de la estadística proporcionada por nuestros servicios actualizada al año 2003. En 
estos aspectos abundará el doctor Van Rompaey, a quien, con la autorización del señor Presidente, cedo el 
uso de la palabra para continuar posteriormente con el análisis del texto proyectado. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- En lo personal y en lo institucional, quisiera expresar el alto honor y la 
satisfacción que para nosotros representa comparecer ante esta Comisión y colaborar en la medida de 
nuestras posibilidades con el proyecto y con la solución de este problema de alta sensibilidad social que 
nos preocupa y compromete. 


Asimismo, quisiera reafirmar lo que expresaba el Presidente en cuanto a la referencia que se hace en las 
Consideraciones Generales del proyecto que nos ocupa. Me refiero a la preocupante realidad de la gran 
cantidad de presos sin condena, que, en la actualidad, son el 60%, y a la lentitud del sistema procesal penal 
para dictar sentencias en plazos razonables. 


A nuestro juicio, estas afirmaciones requieren algunas precisiones. En primer lugar, no existe una 
determinación legal con respecto a la extensión temporal del plazo razonable de un proceso penal. Nuestras 
estadísticas, actualizadas al año 2003, indican que en ese entonces la duración promedio de los procesos 
penales con sentencia definitiva alcanzó a 14,7 meses en Montevideo y a 16 meses en el interior de la 
República, mientras que los Tribunales de Apelaciones en lo Penal dictaron sentencia de segunda instancia en 
el plazo promedial de 5.6 meses. 


Como lo adelantaba el doctor Gutiérrez, es importante señalar que la evolución de la duración de los procesos 
penales entre 2000 y 2003, tanto en Montevideo como en el interior en primera y en segunda instancia marca 
una notoria reducción de los tiempos procesales, en notable contraste o en relación inversamente 
proporcional al importante incremento del volumen de causas penales que se registró en el período. Ello 
marca, sin duda, un elevado sentido de responsabilidad, contracción al trabajo y eficiencia de los jueces 
penales de la República. 


En la percepción de quienes hicimos la visita de cárceles del interior del país este año y realizamos alguna 
investigación, naturalmente, precaria y sin mayor rigor científico pero estimativa sobre este punto, de 
proporción de reclusos procesados y penados en los juzgados letrados respectivos del interior, la proporción 
es inversa a la crítica del proyecto, esto es, 40% procesados y 60% con condena. Esto marca una evolución 
paulatina, pero incesante en el sentido de la reducción de los presos sin condena. 


De todas maneras, en el corto período de evaluación se ha registrado un notorio avance en el porcentaje de 
reclusos con sentencia ejecutoriada. Pero tenemos que destacar que entendemos que este punto relativo a la 
duración del proceso penal y al porcentaje de procesados y penados en la población carcelaria no tiene 
incidencia alguna en la crisis profunda del sistema penitenciario que el país padece. Sin perjuicio de ello, 
participamos de la necesidad perentoria de la reforma procesal penal que este proyecto propicia y a cuya 
concreción la Suprema Corte de Justicia prestará su más entusiasta colaboración. 


Quería hacer referencia a una duda interpretativa que plantea el artículo 2* del proyecto en el supuesto de que 
la pena impuesta sea de tres años de penitenciaría. No queda claro si encaja en las previsiones de los 

literales A) o B) de la norma. Es clara la previsión para aquellos casos en que la pena sea mayor a tres años y 
para aquellos en que sea menor, pero no queda claro cuál régimen se aplica cuando la pena sea de tres años. 
Pensamos que para superar cualquier tipo de duda interpretativa -que en este caso sería bastante inadecuada- 
habría que sustituir la expresión "menor a" por la de "hasta" tres años en el literal B) o cualquier otra forma 
de redacción que dejara claro que en la hipótesis en que se aplicara la pena de tres años de penitenciaría 
entraría en uno u otro régimen, que supongo debe referir al régimen de liberación por el cumplimiento de la 
mitad de la pena. También se aclararía la interpretación de la norma con la sustitución o la aclaración 
propuesta en los literales B), C) y D) del artículo 3*. 


Vamos a proponer eliminar del artículo 4” la referencia al orden alfabético en la reglamentación que la 
Suprema Corte de Justicia tendría que dictar, porque podría complicar el otorgamiento de libertades en caso 
de causas con varios procesados. Para nosotros sería mejor que la reglamentación fuera establecida por la 
Suprema Corte de Justicia, la que probablemente aplicaría como base el criterio de la fecha de 
procesamiento, pero en todo caso consultaríamos con los Jueces Penales, actuarios u operadores jurídicos el 
mecanismo más eficiente y oportuno a los fines propuestos. 


Queríamos hacer una especial consideración que seguramente la Comisión y el Ministerio del Interior ya 
deben tener en cuenta. Creemos que la intervención que se asigna a través del artículo 5* al Patronato 
Nacional de Encarcelados y Liberados en cuanto a la atención y vigilancia de los beneficiarios, es el eje y el 
protagonista fundamental del éxito y la eficacia de la propuesta. En el informe que emitiéramos 
oportunamente sobre el proyecto original señalábamos que la eficacia del régimen de vigilancia proyectado 
dependerá de los recursos que se asignen al Patronato, preocupación que reiteramos en conocimiento de las 
carencias notorias que tanto en el ámbito funcional como material la institución referida padece. Debido al 
incremento importante de tareas que deberá afrontar en forma inmediata, la vigencia de la ley determina que 
necesariamente deba dotársele de recursos humanos e infraestructura locativa y funcional, lo cual parecería 
que no puede quedar supeditado a la aprobación del Presupuesto Quinquenal. 


Luego de estas breves consideraciones, cedo la palabra al doctor Gutiérrez para que haga alguna precisión 
puntual sobre los artículos. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- El proyecto de ley en los artículos 6”, 7” y 8” contempló las respectivas 
sugerencias de la Suprema Corte de Justicia. 


En cuanto al artículo 9” corresponde hacer una advertencia o señalar una circunstancia. El inciso final prevé 
el reintegro a la cárcel del liberado provisional que no obtuviera su libertad condicional, lo que implica la 
derogación tácita del artículo 13 de la Ley N* 17.726 sobre penas alternativas, que había eliminado el 
mecanismo de reintegro. No sabemos si la derogación es querida o no, pero señalamos que el texto 
proyectado tiene esta consecuencia y habrá que tenerlo en consideración, porque no está incluido entre las 
derogaciones expresas previstas en el artículo 14 del proyecto. Es una hipótesis de derogación tácita que 
habrá de tenerse presente. A fin de aclarar más a la Comisión diré que el artículo 13 de la Ley N* 17.726 
establece: "Si cumplido lo establecido en el artículo 327 del Código del Proceso Penal, no se resolviese 
otorgarle la libertad condicional, la pena se liquidará a razón de un día-multa por cada día de pena, 
descontándose los días de prisión efectivamente sufridos, o el cumplimiento de las medidas sustitutivas 
computadas como lo dispone el artículo 7* de esta ley, ejecutándose en la forma establecida en el artículo 337 
del Código del Proceso Penal.- Si se trata de la pena sustitutiva del literal B) del artículo 3” de esta ley, se 
descontará el tiempo que hubiese estado privado de conducir durante el proceso". 


El inciso final del artículo 9” establece: "Resuelta la situación del condenado, la Suprema Corte de Justicia 
devolverá los autos al Juez quien dispondrá la liquidación del saldo de pena a cumplir en libertad 
condicional, determinando su duración y vencimiento," -para la hipótesis en que se concede la libertad 
condicional- "o el reintegro a la cárcel, en su caso". Aclaro que el reintegro no está previsto en el régimen del 
artículo 13. Por eso entendemos que si se aprueba este texto con este contenido supone la derogación tácita 
del artículo 13; no sabemos si es querida o no, pero la advertimos. 


Siguiendo con el análisis muy parcial del articulado, advertimos que en el artículo 12 se incluyó entre los 
trabajos válidos para la redención de pena a los cumplidos fuera del establecimiento carcelario en régimen de 
salidas transitorias, tal como la Suprema Corte de Justicia había propuesto, porque no entendíamos la razón 
de la exclusión. Si el penado o el recluso obtuvo el beneficio de la salida transitoria y lo utiliza para trabajar - 
como muchos de ellos lo hacen- no entendíamos por qué quedaban excluidos del régimen de redención de 
pena por trabajo. 


Los artículos 12 al final no merecieron observaciones de la Suprema Corte de Justicia. Sin perjuicio de ello, 
corresponde destacar que se comparte la iniciativa recogida en el artículo 13 del proyecto como forma de 
facilitar la siempre difícil reinserción social y laboral de los liberados. 


Quedamos a las órdenes de la Comisión para responder las preguntas que se nos deseen formular. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Agradezco la presencia de los integrantes de la Suprema Corte 
de Justicia; son muy gentiles. 


Al principio de las dos intervenciones se percibió -si me equivoco me corrigen- una especie de defensa o 
apología sobre la cantidad de procesados que están en el escenario nacional. Por lo menos, se ensayó -es 
probable que sea atendible- que, al final, el número de aquellos que están procesados sin condena no es tan 
importante como algunas partes de la sociedad admiten. 


Mi pregunta es la siguiente -capaz que no tienen la respuesta; si es así, paciencia-: ¿cuál debería ser el umbral 
admisible? ¿Tenemos un porcentaje? ¿Ustedes manejan y corrigen algo? ¿Dónde debería sentirse satisfecho 
Uruguay en materia de procesados sin sentencia condenatoria? ¿Para ustedes cuál debería ser el universo 
aceptable, admisible, sensato? 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Es muy difícil responder esa pregunta. Como señalábamos, en ese número 
total de reclusos sin condena se encuentran los muy recientemente enjuiciados que no pueden tener 
una condena en nuestro régimen procesal, ya que para la inmensa mayoría de los casos supone la 
prisión preventiva. En otros regímenes -básicamente los de modelo anglosajón- la reclusión solo 
obedece a una sentencia de condena y los porcentajes de reclusos con condena son casi absolutos: más 
del 90%. En un régimen procesal como el nuestro, que impone la prisión preventiva como medida de 
principio -son excepcionales las hipótesis en las que se dispone el procesamiento sin prisión del 
encausado-, es muy difícil responder esa pregunta. 


Yo no tengo una idea acabada de cuál debería ser ese porcentaje. Además, reitero, influyen los procesados la 
semana anterior, para los cuales sería ilusorio pretender una condena. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Trato de hurgar para obtener información; no existe nada más 
que esa intención. 


Lo que usted llama procesados recientes, ¿aproximadamente cuántos son en el universo total? 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- No disponemos de ese dato. Sí puedo trasmitir mi experiencia histórica de 
hace treinta años, cuando fui Juez de Instrucción en Montevideo. Normalmente, en cada turno 
semanal -en aquella época había un solo Juez de Turno para todo el departamento que cumplía un 
turno semanal- se iniciaban, aproximadamente, cuarenta sumarios. Ahora, quizá el número sea mayor; 
hay más Jueces, mayor criminalidad y, según se percibe, de mayor peligrosidad. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Ustedes habrán visto que aquí se hace referencia al mecanismo 
de liberación automática, cuando se tienen dos tercios de la pena cumplida y la mitad de la pena de 
menos de tres años. Como esto va a ser automático y como la judicatura va a funcionar como una polea 
de transmisión, algunos creemos que, en los hechos, no habrá capacidad de analizar subjetivamente a 
los individuos que van a recibir ese beneficio. ¿No sería de orden que hubiera una instancia de rango 
subjetivo donde se pudiera ver el rostro, tal como hacen ustedes cuando utilizan alguno de los institutos 
-¡vaya si los utilizan!- en las visitas que realizan? 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- En general, lo utilizamos en el régimen normal de la libertad anticipada. La 
Suprema Corte de Justicia se reúne semanalmente... 


(Interrupción del doctor Alles) 


——- Me acota el doctor Alles que a mayo de este año vinieron 659 solicitudes de libertad anticipada. Allí se 
analiza puntualmente el informe del Instituto Nacional de Criminología, la opinión del Juez de la causa y la 
opinión del Fiscal de Corte. Sobre ese total de 659 solicitudes de libertad anticipada, se concedieron 155, es 
decir, el 23,52% y se denegaron entre el 74% y el 75%. En años anteriores los porcentajes fueron similares. 
Por ejemplo, en el año 2004, de 1.657 solicitudes de libertad anticipada, la Suprema Corte de Justicia 
concedió 312, un 18%, y denegó un 79%. Entonces, entre un 70% y un 80% de las solicitudes son denegadas 
y entre un 20% y un 30%, son concedidas. De esa forma, en un régimen permanente de libertad anticipada, se 
analiza puntualmente la situación individual de cada recluso. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Hacía esa pregunta porque en este punto tenemos un matiz con 
los compañeros del Gobierno; evidentemente, el análisis subjetivo de alguna de estas situaciones sería 
un elemento mucho más garantista, pero eso lo discutiremos luego. Me importaba conocer la opinión 
de ustedes al respecto y, sobre todo, los antecedentes, porque no son poca cosa. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Ese es un tema de política criminal en el que la Suprema Corte de Justicia no 
puede opinar. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Tengo los proyectos; sin duda, ustedes los conocen. ¿No habría 
que implementar jueces de vigilancia de la ejecución? 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Esa sería una alternativa. 


Nuestro proceso penal tiene múltiples defectos; algunos de ellos toleran una solución parcial. Hay un 
proyecto del actual Secretario de la Presidencia, el doctor Gonzalo Fernández, que es muy similar a una 
iniciativa del anterior Ministro de Educación y Cultura, doctor Guzmán, sobre el que la Suprema Corte de 
Justicia se pronunció favorablemente. Allí se proponían algunas reformas parciales al régimen del proceso 
penal que, a nuestro criterio, hacían a un proceso penal más garantista y efectivo. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- En este caso tan especial, en el que vamos a tener una liberación 
importante, ¿no tendría mérito este tipo de juez, precisamente, para estar arriba de esos casos? 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- En la mecánica del proyecto, el seguimiento de los liberados se confía al 
Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Pero la fortaleza del patronato es distinta a la fortaleza de un 
juez de vigilancia. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Tradicionalmente, la Suprema Corte de Justicia ha propiciado la 
jurisdiccionalización del proceso de ejecución penal. Esa sería una de las manifestaciones. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Como sabrán, el artículo 15 del proyecto refiere al Centro de 
Atención a las Víctimas de la Violencia y el Delito. Lo que voy a preguntar es casi de perogrullo: ¿esto 
no debería tener una consistencia algo mayor en términos de asignación presupuestal y ser algo que no 
solo quedara en lo programático sino que fuera más acabado? Digo esto porque, en los hechos, se hace 
un planteo genérico y se dispone alguna asignación presupuestal a través de la Ley de Presupuestos, 
que será de dimensión desconocida. Esto me parece preocupante; ya que afortunadamente estamos 
generando consenso en el tema del Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados y uno advierte que 
a nivel del Gobierno todo el mundo va generando conciencia, también podría procederse en este 
sentido, ¿no?. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Cuando el señor Ministro del Interior nos pidió opinión sobre el borrador del 
proyecto, dijimos expresamente que la eficacia del régimen de vigilancia proyectado dependería de los 
recursos que se asignaran al Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados; es una apuesta muy 
fuerte en ese sentido. Creo que lo mismo sucede con el Centro de Atención a las Víctimas de la 
Violencia y el Delito. 


SEÑOR CÁNEPA.- Ante todo, deseo agradecer la presencia de nuestros visitantes. 


El señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia fue muy claro en el comienzo de su exposición con 
respecto a los límites que ellos consideran que tiene su presencia aquí. En ese sentido, todos somos contestes 
en que la separación de Poderes la mantenemos en todos los momentos. 


Antes de hacer las preguntas, quiero realizar una pequeña apreciación que no quiero dejar pasar como 
abogado y por ser egresado de la Facultad de Derecho de la Universidad de la República. Cuando se dice que 
se va a opinar técnicamente -y es correcto- no creo en la asepsia jurídica, ya que toda decisión siempre 
implica valoraciones previas. No por ello tienen que ser valoraciones negativas en cuanto a por qué se tomó 
la decisión. Inclusive, quiero destacar que en la contestación a la solicitud de consulta al Ministerio del 
Interior, cuando se hizo el borrador de este proyecto, el Ministro agradeció por haber sido consultado sobre 
puntos que en su momento formaban parte del artículo 5%, que señalaban que la eficacia del régimen de 
vigilancia proyectado dependería de los recursos que se asignen al Patronato Nacional de Excarcelados y 
Liberados. En eso estamos todos de acuerdo y lo discutimos cuando nos visitó el Patronato. 


Adelanto que estamos haciendo contactos para ver cómo se va a solucionar este tema lo más rápido posible. 
De todas maneras, son valoraciones que creo que son correctas. Esto no es para entrar en un debate. 
Inclusive, al inicio de ese informe se hacían valoraciones sobre el borrador en el que se decía que el proyecto 
iba a liberar una cantidad de gente y que eso iba a imponer un grave riesgo a la seguridad pública. Este 
aspecto del borrador fue modificado, como bien lo dijo el señor Presidente porque según el artículo 1” las 
personas que han cometido los delitos que figuran en sus literales están absolutamente excluidas de este 
régimen excepcional de libertades anticipadas y provisionales. 


Con respecto al artículo 4” ustedes sostienen que no comparten la solución que hace referencia al orden 
alfabético porque entienden que no es el mejor. Según el artículo, es muy claro que la gradualidad necesaria 
para la salida de los presos va a ser un tema que será reglamentado por la Suprema Corte de Justicia. En el 
día de ayer recordamos al Patronato que nosotros sostenemos que es mejor que ese tema no quede en el rango 
legal sino en el reglamentario. Precisamente, la ley permite a la Suprema Corte de Justicia, que es quien 


conoce mejor todas estas situaciones, que en conjunto y coordinando todos los actores del sistema, pueda 
tomar la decisión de reglamentar esta parte de la norma. La sugerencia concreta sería quitar el tema del orden 
alfabético y dejarlo todo en materia reglamentaria sin poner esta restricción "legal" -entre comillas- a la 
Suprema Corte de Justicia. 


Por otra parte, creo que la sugerencia de los tres años es correcta porque inclusive cuando se habla de los 
veinticuatro meses se dice hasta veinticuatro meses; ya hay un antecedente de por qué se razona así y hasta 
ahí estaríamos de acuerdo. 


La Suprema Corte de Justicia dice que comparte el artículo 13 y por ello, más allá de que todo refiere a 
política criminal -el señor Presidente también ha manifestado que ha crecido enormemente la cantidad de 
casos que ha tenido que atender la Justicia Penal en el Uruguay en los últimos años-, quisiera preguntar si el 
nuevo camino que este proyecto implica en los capítulos posteriores al relativo a la liberación excepcional - 
básicamente un principio de cambio en lo que son las leyes penales- no va a hacer, más allá de la situación 
social que puede vivirse en el tema del delito, que el trabajo de la Justicia Penal se vea menos atosigado de lo 
que ha estado hasta el momento. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- La propuesta que mencionábamos con referencia al artículo 4” es 
exactamente igual a como la interpretó el señor Diputado. Esto es, que se nos confiera la potestad 
reglamentaria de establecer el orden progresivo de liberación pero sin que se nos ciña al criterio del 
orden alfabético. Simplemente se trataría de que veamos cuál es la mejor forma operativa de que esto 
funcione y reglamentarlo de esa manera, pero sin que estemos preceptivamente determinados a 
guiarnos por el criterio del orden alfabético. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Como complemento a esta apreciación de mi colega quiero decir que la 
referencia al orden alfabético puede llegar a complicar la operativa del mecanismo de libertades 
anticipadas muy especialmente en los casos en que en una misma causa estén procesados diversos 
individuos con nombres diferentes, lo que hace que el orden alfabético también sea diferente. En 
consecuencia, si en una causa hay un individuo que se llama Costa, otro Benítez y otro Giménez, puede 
provocar que ella vaya y venga tres veces para disponer la libertad anticipada, con el consiguiente 
problema y acumulación de tareas en los Juzgados. En la reglamentación que estamos pensando, la 
fecha y el orden serían la de los respectivos procesamientos u órdenes de prisión, que tendría este 
beneficio porque todos los que están en la misma causa normalmente ingresan en la misma fecha a la 
cárcel. Entonces, el expediente no tendría ese trasiego que supondría el orden alfabético. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Tengo presente solo una de las preguntas del señor Diputado Cánepa y por 
eso le pido que las reitere. 


Con respecto al artículo 3” que refiere a la reinserción laboral de las personas liberadas, lo hemos conversado 
con los compañeros de la corporación, pero voy a arriesgar mi opinión personal que creo es compartida. Para 
mí es uno de los mejores artículos del proyecto; se trata de una apuesta a la rehabilitación y a la reinserción 
del delincuente a la sociedad. Este es un tema sobre el que no conozco antecedentes pero creo que va a ser 
uno de los mejores instrumentos con los que se pueda manejar una política criminal, de rehabilitación o de 
reinserción de un delincuente en la sociedad. 


SEÑOR CÁNEPA.- Este proyecto, más que referirse al régimen excepcional de libertades provisionales 
y anticipadas, contiene un cambio en lo que ha sido la política penal en cuanto a la inflación penal que 
ha habido en los últimos años. Preguntamos si la aplicación de esta norma no va a mejorar el trabajo 
de la Justicia Penal en el Uruguay, ya que no se va a ver tan atosigada con el sinnúmero de delitos y de 
aumento de penas que hubo. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Sería aventurado hacer una apreciación de ese tipo porque, básicamente, las 
derogaciones previstas en el artículo 14 -creo que el señor Diputado se refiere a esa desinflación penal 
del proyecto-, modifica las penalidades mínimas de una serie de delitos, lo que no significa que no vaya 
a haber enjuiciamientos. En ese sentido, el cúmulo de trabajo de los Juzgados Penales no se va a 
modificar. En cambio no tengo dudas de que lo que se va a modificar es la permanencia en los centros 
de reclusión de esos individuos porque, por ejemplo, al bajarse la mínima del hurto con penetración 


domiciliaria a dos años, esa gente en su oportunidad va a ser beneficiaria de una excarcelación 
provisional mucho antes. Allí se va a producir una descompresión del sistema carcelario. No creo que 
haya una disminución del volumen de trabajo en los Juzgados. 


SEÑOR LORENZO.- Me gustaría hacer unas preguntas referidas a información estadística si es que se 
dispone de ella. En primer lugar, quiero saber en el régimen actual en cuántos asuntos sometidos a 
consideración del Poder Judicial se dispone la libertad anticipada o provisional. 


En segundo término, me gustaría saber si se dispone de información acerca del porcentaje de reincidencia 
cuando se otorga esa libertad anticipada y si hay alguna discriminación por tipo de delito en ese sentido. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Está en la información estadística relativa a las libertades anticipadas que 
concede el Poder Judicial desde el año 1994 hasta el 2005 y de libertades provisionales concedidas al 
amparo del artículo 17 de la Ley_N” 17.726, por vía de la libertad provisional en acto de gracia, de 
visita de causas. 


También disponemos de información sobre las libertades condicionales en el período comprendido entre 
1994 y 2005. No tenemos información -ni creo que sea fácil de obtener- relativa a las libertades provisionales 
que se otorgan porque se da en cada Juzgado. Nosotros tenemos información centralizada de las libertades 
que conoce y concede o deniega la Suprema Corte de Justicia. 


En este momento no disponemos de los índices de incidencia. Posiblemente el Instituto Técnico Forense 
pueda proporcionar esa información, y cuando la tengamos la remitiremos a la Comisión. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Agradezco la presencia de las autoridades de la Suprema Corte de Justicia. 


Por muchas razones me alegro de que estemos discutiendo este proyecto pero una de ellas es porque permite 
la realización de debates como este, que probablemente deberían ser más continuos y no, como ocurre en este 
caso, sobre la urgencia de una situación determinada. 


No sé si ingresa o no dentro del límite fijado por ustedes en cuanto al tema de política criminal, pero me 
interesó especialmente una afirmación que se hizo acerca de la ausencia de una fijación específica del plazo 
máximo para resolver en el caso del proceso penal. Esto es: la reglamentación del vulgarmente conocido 
como Pacto de San José de Costa Rica. En ese aspecto concreto -si esta respuesta se puede brindar-, quiero 
consultar específicamente si entienden que una norma de este tipo debería ser fijada en el derecho positivo 
uruguayo. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Es una norma parcial que fija la duración de la etapa del sumario, tal como 
figura en el artículo 337 del Código del Proceso Penal. No comprende la etapa del plenario. 
Recientemente la Suprema Corte de Justicia -en la medida de las posibilidades de su alcance- ha 
reglamentado la duración del presumario estableciendo un régimen similar al previsto legalmente para 


el sumario. Creemos que sí es conveniente la determinación de un plazo legal de duración del proceso 


conlleva a la nulidad de todo lo actuado, con lo cual no estamos en absoluto de acuerdo, o a la liberación del 
encausado. Las consecuencias podrían ser similares a las previstas actualmente para el sumario, el 


prisión preventiva dispuesta. 


SEÑOR SALSAMENDL.- En segundo lugar, quiero saber cuáles son los elementos fundamentales que 
tienen en cuenta al momento de resolver afirmativamente la concesión de una libertad anticipada. Es 
decir, ¿qué elementos motivan que en algunos casos se resuelva conceder y en otros denegar la 
petición? 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Se manejan las resultancias de la causa; el pronóstico del Instituto Nacional de 
la opinión del Fiscal de Corte. Las pautas legales que manejamos son las que establece el Código Penal 
para la individualización de la pena que son básicamente tres: la peligrosidad demostrada en el hecho, 
las alteratorias, atenuantes y agravantes concurrentes -que también son elementos de la peligrosidad- y 
los antecedentes del recluso. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Entiendo que no cuentan con el material específico, pero quiero preguntar si 
se han resuelto casos de libertad anticipada por delitos que esta ley considera excluidos de aquellos que 
eventualmente pueden conceder este beneficio. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Sí, en algunos casos se han concedido libertades anticipadas, no de principio y 
considerando esas circunstancias especiales de cada ilícito. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Se habló de jurisdiccionalización de la ejecución. Quiero consultar lo 
siguiente. Si bien está la vigilancia efectiva - depende de cómo interpretemos, porque acá no se define si 
estamos ante una libertad asistida, vigilada, etcétera; podría considerarse una mezcla de ambas; no 
aparece un instituto claramente definido con respecto a esto-, en cualquier caso de incumplimiento de 
las condicionantes que se imponen, ¿entienden que del texto de la ley se deriva que fuera directamente 
el Patronato quien resolviera el eventual retorno al sistema carcelario, o piensan que del texto se 
desprende que esto implica hacer un informe al Juez de la causa que, en definitiva, es quien resuelve? 


Planteo esto concretamente porque en ese caso no se está afectando "stricto sensu" la jurisdiccionalización de 
la ejecución. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Aparentemente quien calificará si hubo incumplimiento del régimen de 
vigilancia será el Juez. No hay vulneración de la jurisdiccionalización del proceso. El Patronato 
denunciará un incumplimiento y el Juez calificará si hubo o no un incumplimiento, dentro de sus 
potestades constitucionales y legales. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En esta Comisión se ha manejado una idea general y, además, es la intención 
de los proponentes del proyecto avanzar en una superación del actual estado del proceso en materia 
penal y del Derecho Penal de fondo. El Diputado Washington Abdala habló hoy de la introducción de 
la víctima en el marco en el que se plantea aquí. Yo lo quiero plantear en el marco estrictamente del 
proceso, preguntando específicamente si la Suprema Corte de Justicia, en su actual integración, tiene 
opinión formada sobre la eventual introducción de procesos de mediación en materia penal y también 
de procesos de carácter reparatorio en relación con el daño causado, independientemente del carácter 
reparatorio que se pueda dar a la pena misma, en especial, a la pena privativa de libertad. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- No es un tema que la Suprema Corte de Justicia haya analizado. Es decir, si 
hay un proyecto concreto sobre el punto, lo analizará y emitirá su opinión. 


SEÑOR POSADA.- El artículo 14 del proyecto establece una serie de derogaciones, cuya gran mayoría 
están vinculadas a artículos que se incorporaron en la primera ley de urgente consideración. 


La pregunta es fundamentalmente de carácter estadístico y apunta a saber si hay una estimación de cuántas 
personas están actualmente en prisión por aplicación de las normas que acá se derogan. Está claro que la 
intención es conocer el impacto de esta derogación en cuanto a la liberación de personas. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- El señor Van Rompaey me trasmitía que acaba de hacer la visita en gran parte 
de los departamentos del interior de la República y me dijo que reclusos imputados por algunas de 
estas figuras, cuya derogación se proyecta, prácticamente no quedan; han sido excarcelados en la 
última visita de cárceles. En Montevideo todavía la visita de cárceles no tuvo lugar -será en el mes de 
octubre- y seguramente, en función de excarcelación por gracia, muchos de los procesados por estas 
imputaciones serán excarcelados. Pero, en definitiva, no disponemos de una información estadística 
precisa. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- A los solos efectos aclarativos quería decir que este tipo de delitos, cuya 
pena mínima lo hace inexcarcelable -me estoy refiriendo al hurto con penetración domiciliaria o 
arrebato o hurto por destreza-, no son ontológicamente graves y no se justificaba ese rigor punitivo, 
sobre todo respecto de primarios jóvenes. Ese fue y es el campo propicio para ejercitar la facultad de 
concesión de libertad por gracia en visita de cárceles que utilizamos sistemáticamente en los últimos 
tiempos. Por eso, como decía el doctor Gutiérrez en la casi totalidad de las situaciones que se presentan 
en la visita de cárceles se concede libertad por gracia porque, repito, se trata de jóvenes primarios y el 
delito en sí no tiene una gravedad ontológica ni peligrosidad que justifique la permanencia de la 
prisión preventiva. 


SEÑOR GUADALUPE.- Me sumo a la bienvenida y al agradecimiento a las autoridades de la 
Suprema Corte de Justicia. 


Mi preocupación es muy puntual, no respecto del meollo del proyecto, sino en cuanto al inciso final del 
artículo 12, referido a la redención. Cuando nos visitó el Ministerio del Interior, yo decía que veía dos 
problemas. Uno de ellos tiene que ver con que los que actualmente ejercen tareas de estudio o de trabajo; por 
un sentimiento afín a su reinserción no se verían beneficiados por el régimen de redención aquí establecido. 
Además, lo veía contradictorio con lo dispuesto en el Código Penal y el principio universal de que la solución 
más beneficiosa se aprovecha en las situaciones ya consumadas. Entonces, fuera de Sala, los señores asesores 
del Ministerio se pronunciaron a favor de una revisión. Quería conocer su parecer a este respecto. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- No es un tema que hayamos analizado y, en la medida que es típicamente 
reglamentario, corresponde a la autoridad administrativa; no tenemos opinión sobre ese tema. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Sumándome a la bienvenida que ha sido reiterada por los colegas a los 
señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia, quisiera formular una pregunta concreta sobre un 
aspecto medular que ya ha sido mencionado, pero sobre el que es esencial profundizar en la medida de 
lo posible para quienes estamos -o sea, todos los legisladores- procurando ahondar en la comprensión 
del proyecto en su teleología -como decíamos en la sesión de la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración de ayer- y en su mayor o menor eficacia para alcanzar los 
objetivos buscados, independientemente de la opinión preliminar que, seguramente, a esta altura todos 
tenemos. Pero me parece fundamental avanzar en la investigación y en el conocimiento y alcanzar una 
opinión con relación al cambio cualitativo que entiendo establece o proyecta el artículo 10. Esto tiene 
relación con la peligrosidad o, en todo caso, con la preceptividad en el otorgamiento de la libertad, en 
sustitución de lo que -como aquí se mencionaba- ha venido siendo, hasta ahora, la ponderación de la 
peligrosidad, el análisis y las circunstancias del delito en cada caso concreto. 


No quiero poner a los señores Ministros en la violencia de dar opiniones de carácter político -en términos de 
política criminal, como ha sido dicho; no es mi intención-, pero me consta que al respecto se pronunciaron en 
el informe que originalmente remitieron al Poder Ejecutivo sobre este tema, en ocasión del primer borrador 
que se manejó. Como nosotros, por lo menos los legisladores de la oposición, no hemos tenido acceso a esa 
versión porque nunca tomó estado parlamentario -más allá de la anterior comparecencia del señor Ministro, 
cuando planteó algunas líneas muy generales al respecto- mi pregunta es si en esta materia han advertido 
alguna evolución en algún sentido, favorable o no que, entiendo, les preocupa, tal como ha quedado de 
manifiesto en una intervención anterior del doctor Gutiérrez. Por lo tanto, también quisiera saber qué relación 
o vinculación podrá tener esto sobre la seguridad pública o sobre las consecuencias que sobre la seguridad 
pública esta solución o la anterior pudiera generar. 


Reitero -quiero dejarlo bien claro, señor Presidente- que no pretendo que los señores Ministros incurran en 
latitudes a las que no están dispuestos a llegar; además, no hace falta que los exonere; ellos pueden eximirse 
en forma unilateral. Lo que sucede es que hay una cuestión que a nosotros, como legisladores, esencialmente 
nos preocupa a la hora de ponderar este proyecto de ley y definir una actitud futura. 


Por allí va mi pregunta y más allá de los aspectos subjetivos hay, por lo menos, algo concreto: en primer 
lugar, si hubo un cambio en ese aspecto entre las dos versiones -me parece que eso está más allá de 
opiniones- y, en segundo término, si nos pueden dar una valoración u opinión, desde el punto de vista 
técnico, con respecto a eventuales modificaciones que pudieron ocurrir. 


SEÑOR LORENZO.- Quisiera saber si en el artículo 1 del borrador figuran esas exclusiones - 
similares o si no tiene- del beneficio que tiene el proyecto enviado al Parlamento. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Son dos preguntas totalmente diferentes. 


En cuanto a la pregunta del señor Diputado Pablo Abdala, quiero decir con respecto al borrador, que el Poder 
Ejecutivo postuló su modificación en el sentido que se recogió puntualmente en el texto contenido en el 
proyecto actual y las razones de esa propuesta de la Corte, si se me permite, las va a explicitar el doctor Alles 
que fue el redactor del texto proyectado. 


SEÑOR ALLES.- La excarcelación preceptiva estaba establecida en la Ley_N* 15.737 que es a la que 
vuelve este texto, pero se entendió que constreñía demasiado a la Corte en muchos casos en los cuales, 
de acuerdo a la peligrosidad y a las características del hecho, se veía obligada a conceder la libertad 
anticipada solo por la circunstancia de que se habían cumplido los dos tercios de la pena. Por eso, en 
lugar de poner, como decía la ley: "Sólo podrá negarla en el caso de ausencia manifiesta de signos de 
rehabilitación", se expresó: "Sólo podrá negarla, por resolución fundada, en los casos en que los signos 
de rehabilitación del condenado no sean manifiestos", lo cual, como dice en el informe, le da un mayor 
margen para responder a la Suprema Corte de Justicia. Esto sucede en casos muy excepcionales, 
porque la mayoría de las veces, si cumplió los dos tercios y tiene informes favorables, no se utiliza ese 
criterio. 


Había casos muy excepcionales en que la Suprema Corte de Justicia se veía obligada por esos números a 
conceder la libertad, aun sin estar de acuerdo en concederla. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- El borrador original no contenía las excepciones que actualmente están 
incluidas en el inciso segundo del artículo 1” del proyecto de ley, y esa fue una de las observaciones que 
hizo la Suprema Corte de Justicia: que se ponderara alguno de esos elementos. Inclusive, la Corte lo 
sugirió con un carácter no tan puntual, no tan específico, sino más genéricamente, diciendo que se 
excluyeran del beneficio aquellos individuos que, por la peligrosidad demostrada en el hecho, por 
ejemplo, en delitos cometidos con violencia contra las personas, no fueran incluidos. Aquí se hizo una 
enumeración puntual que contempla ese criterio de la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑORA TEJERA.- Adhiero al beneplácito manifestado en Sala por la presencia de los miembros de 
la Suprema Corte de Justicia. 


Me sabrán disculpar por el hecho de que estoy representando al señor Diputado García Pintos -quien no pudo 
comparecer-, y quizás desconozco -por no haber participado antes- si ya se ha tratado la inquietud que tengo 
respecto del artículo 4”. 


En el artículo 4* se hace referencia a que "el Juez o Tribunal entendiendo en la causa dispondrá de un plazo 
máximo de sesenta días hábiles para otorgar las libertades". Estas libertades, fuera del régimen de 
excepcionalidad que establece la ley, estaban a cargo de la Suprema Corte de Justicia. Mi pregunta concreta 
es si este plazo máximo de sesenta días brinda las seguridades y los tiempos necesarios para que el Juez 
pueda hacer una evaluación concreta del caso y determinar si efectivamente el imputado puede gozar de 
dicha libertad. Además, quisiera saber si puede admitir algún tipo de excepción, es decir, si hay alguna causa 
que el Juez pueda invocar para extender dicho plazo. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Seguramente, la aplicación de esta normativa en ese plazo de sesenta días va a 
significar un esfuerzo importante para los Jueces y para los operadores del sistema. Creemos que si la 
reglamentación es adecuada se va a poder cumplir dentro de ese término. En la norma no está prevista 
ninguna posibilidad de prórroga de ese plazo. 


SEÑOR VAN ROMPAEY-.- En rigor, la tarea del Juez no va a ser de evaluación y de estudio como si se 
estuviera tratando un régimen de liberación anticipada, sino que, más bien, es de cómputo, de estudio 
del monto de la pena y de la preventiva cumplida. Quiere decir que no es una tarea compleja como la 


que sería el estudio caso por caso, en función del delito, de los antecedentes y de la peligrosidad, sino 
que hay pautas objetivas que se aplican automáticamente. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En el literal E) del artículo 1” se señala, entre las exclusiones, el caso del 
delito de rapiña agravada por la circunstancia agravante específica del uso de arma o cuando esta 
concurra con el delito de lesiones. En este caso sí, necesariamente, habría que hacer un examen del 
caso, del expediente, a los efectos de valorar si esas circunstancias se dieron o no en el delito de rapiña. 
Esto fue planteado en algún momento y obviamente tengo mi opinión al respecto, pero me interesa 
específicamente conocer la opinión de la Suprema Corte de Justicia en cuanto a si ese plazo de sesenta 
días permite analizar o no la existencia de estas circunstancias. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Sí, porque la incidencia de esas circunstancias va a surgir muy claramente del 
auto de procesamiento, donde se relaciona el hecho imputado e inclusive se hace una calificación 
primaria y provisoria. No creo que se genere dificultad. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- En algún caso es probable que estos ciudadanos reincidan. Los 
sesenta días dan bien en el plano procesal; usted mira automáticamente, la polea de trasmisión 
funciona, los libera y salen. Por eso yo planteaba al inicio el análisis subjetivo caso a caso. Este no va a 
ser un dolor de cabeza para la Suprema Corte de Justicia, que no es responsable de este tema, pero lo 
planteo a este Gobierno, que pone el pie en el acelerador y que indirectamente es legislador en este 
tema: si mañana, de este universo de quinientos, seiscientos, setecientos u ochocientos reincide equis 
cantidad de ciudadanos, quiere decir que la calificación que se hizo estuvo equivocada. Un dolor de 
cabeza le planteo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sé si la Suprema Corte de Justicia va a contestar. Entiendo que no 
corresponde. En todo caso, sería una precisión de política criminal. Vacuna contra la reiteración, no 
hay. Puede haber porcentaje. Hoy, el porcentaje es determinado, pero eso tenemos que discutirlo 
nosotros; no me parece bien discutirlo delante de los invitados. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Estoy de acuerdo. Yo no quiero plantear un problema a los 
señores Ministros, lo que pasa es que el señor Diputado Salsamendi, con habilidad, planteaba la 
pregunta y dejaba sentada la respuesta. Yo entiendo que está bien, que los sesenta días, en el plano 
procesal, funcionan fantástico. Ahora, en el plano de la realidad, algunos creemos que si de repente ese 
plazo fuera mayor y permitiera un análisis subjetivo, algunos elementos de mayor garantía y certezas 
en el plano de la rehabilitación, no sé, quizás dormiríamos más tranquilos. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Como anticipábamos tanto el doctor Gutiérrez como quien habla, creo que 
ese es un tema de discusión de política criminal que corresponde que sea dilucidado en el ámbito 
parlamentario, donde constitucionalmente corresponde. 


Simplemente, quiero decir que, por supuesto, nosotros cumpliremos la ley, tal cual sea decidida y establecida 
por el Poder Legislativo. 


Quería hacer una pequeña aclaración con respecto al plazo de sesenta días. No nos olvidemos que también 
están los defensores de oficio, quienes nos ayudarán en todo caso; si en una situación puntual llegara a pasar, 
por el filtro o por la consideración de los Jueces de cada causa, lo pondrán de manifiesto y pedirán la libertad 
que corresponde. Me parece que es un elemento fundamental a tener en cuenta porque, además, 
afortunadamente contamos con un cuerpo capacitado de Defensores de Oficio que estará atento y vigilante de 
este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de las autoridades de la Suprema Corte 
de Justicia y la buena voluntad que han puesto en todas las respuestas. Naturalmente, nos veremos en 


otra instancia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


